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La retribución de los oficiales públicos de la monarquía hispánica es un tema de análisis com-
plejo, más aún para las postrimerías del siglo XVIII cuando una serie de reformadores ilustrados 
intentaron hacer más eficiente la fiscalidad de la monarquía al modificar, en distintos momen-
tos, el diseño de las plantas institucionales para el gobierno y aplicar diversas estrategias para 
erradicar los vicios anejos a viejas concepciones patrimonialistas de los oficios que databan del 
bajo medioevo castellano.1 Dicho análisis debe tomar en cuenta el régimen jurídico del oficio 
público, que en los tiempos de la Monarquía adquirió una inusitada complejidad, así como 
no puede obviar la extendida cultura del uso del oficio público que su titular entendía como 
beneficio personal aunque no se tratara de un oficio enajenado en el estricto sentido del tér-
mino. Solamente con la tajante separación de lo público y lo privado en el acto de vinculación 
del sujeto como servidor de la administración pública –que es posible únicamente desde la 
perspectiva deontológica del estado de derecho–, aunado a un eficiente arreglo del erario que 
permita dotar de manera decorosa a los servidores –muy difícil de consolidar en los países 
que constituían anteriormente la monarquía hispánica–, es posible garantizar una retribución 
regular y constante, a más de organizada exclusivamente alrededor de los intereses del estado. 
Incluso, la existencia de una cultura que percibe al empleo público como un bien patrimonial 
no ha sido completamente desterrada de las prácticas sociales, aunque sí del régimen jurídico 
de los servidores; éste hará de la actuación del servidor y de su retribución un todo relacionado 
con su responsabilidad (penal, civil, política y administrativa).2

* El Colegio de Michoacán, Centro de Estudios Históricos.
1.	 Francisco Tomás y Valiente, “Origen bajomedieval de la patrimonialización y la enajenación de oficios públicos en Castilla” y 

“Legislación liberal y legislación absolutista. Sobre funcionarios y sobre oficios públicos enajenados: 1810-1822” en Obras completas, 
Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1997, IV: 3019-3049 y V: 3935-3951, respectivamente.

2.	 Tomás y Valiente, “Origen” y “Legislación”; José María García Marín, El oficio público en Castilla durante la baja edad media, 
Alcalá de Henares, Instituto Nacional de Administración Pública, 1987; Víctor Gayol, Laberintos de justicia. Procuradores, escribanos 
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A caballo entre estas dos situaciones extremas encontramos a los subdelegados, oficia-
les públicos encargados del gobierno distrital en la América Española como sustitutos de los 
antiguos alcaldes mayores y corregidores a partir de la instalación del régimen de intendencias 
durante el último tercio del siglo XVIII.3 La sustitución, que en realidad es el origen profundo 
de las reformas –más allá de un plan racional de modernización del Estado, perspectiva toda-
vía a debate actualmente–,4 fue debida a que las prácticas patrimoniales de los alcaldes mayo-
res y corregidores dañaban de manera considerable a la real hacienda en gran medida por el 
sistema de repartimiento, del cual eran agentes fundamentales:5 solía suceder que los alcaldes 
mayores y corregidores desviaban el producto de la recaudación de tributos y otras exacciones 
para ser utilizado temporalmente como recurso del repartimiento (sistema crediticio, mercan-
til y de explotación del trabajo indígena), cometiendo fraude contra el real erario.6

Solamente considerando este contexto se puede abordar el tema de la remuneración de 
los subdelegados como oficiales públicos en la etapa de reformas. La lógica para determinar 
sus estipendios no obedecía a una propuesta “modernizadora” y “racional administrativista” 
sino que, aunque intentaba acabar con problemas derivados del modelo vigente, proponía 
soluciones dentro de este mismo.

y oficiales de la Real Audiencia de México (1750-1812), 2 vols., Zamora, El Colegio de Michoacán, 2007; Fernando Martínez Pérez, 
Entre confianza y responsabilidad. La justicia del primer constitucionalismo español (1810-1823), Madrid, Centro de Estudios Políticos 
y Constitucionales, 1999, máxime el Capítulo tercero. Véanse también las importantes obras de Andrés Lira sobre el contencioso 
administrativo.

3.	 Bernardino Bravo Lira, “Oficio y oficina, dos etapas en la historia del Estado Indiano” en Anuario Histórico Jurídico Ecuatoriano, 
V, Quito, Ediciones Corporación de Estudios y Publicaciones, pp. 239-265.

4.	 Horst Pietschmann, Las reformas borbónicas y el sistema de intendencias en Nueva España. Un estudio político administrativo, 
México, Fondo de Cultura Económica, 1996; Agustín Guimerá (ed.), El reformismo borbónico, Madrid, Alianza/CSIC/Mapfre, 
1996; Carlos Garriga Acosta, “Los límites del reformismo borbónico: a propósito de la administración de justicia en Indias” en 
Derecho y administración pública en las Indias hispánicas, Cuenca, Universidad de Castilla-La Mancha-Servicio de Publicaciones, 
pp. 781-821.

5.	 Para el repartimiento: Brian Hamnett, Política y comercio en el sur de México, 1750-1821, México, Instituto Mexicano de Comercio 
Exterior, 1976; Horst Pietschmann, “El comercio de repartimiento de los alcaldes mayores y corregidores en la región de 
Puebla-Tlaxcala en el siglo XVIII” en Pietschmann, Mexiko zwischen Reform und Revolution. Vom bourbonischen Zeitalter zur 
Unabhängigkeit, Stuttgart, Franz Steiner Verlag Stuttgart, 2000, pp. 115-121; Margarita Menegus, El repartimiento forzoso de mer-
cancías en México, Perú y Filipinas, México, UNAM/Instituto Mora, 2000; Jeremy Baskes, Indians, merchants, and markets: a rein-
terpretation of the repartimento and spanish-indian economic relations in colonial Oaxaca, 1750-1821, Stanford, Stanford University 
Press, 2000; Arij Ouweneel, “El gobernador de indios, el repartimiento de comercios y la caja de comunidad en los pueblos de 
indios de México central (siglo XVIII)” en Menegus, El repartimiento, 65-97; y Luis A. Arrioja, Pueblos de indios y tierras comunales. 
Villa Alta, Oaxaca: 1742-1856, Zamora, El Colegio de Michoacán/Fideicomiso Teixidor, 2011, pp. 425-462.

6.	 José Miranda (1952), Las ideas y las instituciones políticas mexicanas, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1978,  
p. 190ss.; David A. Brading, Mineros y comerciantes en el México borbónico (1763-1810), México, Fondo de Cultura Económica, 
1975, pp. 57-132; Rodolfo Pastor, “El repartimiento de mercancías y los alcaldes mayores novohispanos: un sistema de explotación, 
de sus orígenes a la crisis de 1810” en Woodrow Borah (coord.), El gobierno provincial en la Nueva España, Universidad Nacional 
Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Históricas, 1985, pp. 201-236, p. 202.
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Salarios, derechos y aranceles

Los modos de retribución de los oficiales públicos vigentes a finales del siglo XVIII se estable-
cieron desde el bajo medioevo castellano con el nombre de galardón, provecho o beneficium. 
La retribución principal consistía –en la Castilla del siglo XIV o en la monarquía del XVIII– en 
una quitación o ración directa sobre los dineros del rey o, en el caso de los oficios municipales, 
en un cobro directo sobre los propios municipales o los pecheros de las ciudades, así como el 
cobro de derechos a partir de las actuaciones propias del ejercicio del cargo.7 Sin embargo, la 
habitual escasez y confusión en el manejo del erario se reflejaba en la frecuente estrechez de 
la remuneración. Por ello, en ocasiones a veces no tan extraordinarias, los oficiales públicos 
recibían retribuciones complementarias como las llamadas ayudas de costas.8 La ampliación 
del modelo castellano a las Indias supuso una serie de variables dentro de las dos maneras de 
retribución pero sin afectar profundamente su mecanismo. Anexos a este tipo de beneficios, 
existían otros más derivados de ese profundo habitus arraigado en la sociedad hispánica de la 
edad moderna que concebía al oficio público como un bien patrimonial: su arrendamiento, 
su ejercicio por tenientes, incluso la titularidad de diversos oficios en la misma persona o la 
vinculación de aquél a prácticas económicas ajenas e incluso contrapuestas a su naturaleza 
gubernativa y jurisdiccional, como la del repartimiento. Todas estas prácticas de beneficio 
regularmente eran reprobadas por la Corona o por los juristas, sobre todo por el daño cau-
sado a la real hacienda, pero eran una realidad a la mano de cada súbdito beneficiado con un 
oficio público dada la comprensión social de la naturaleza de los cargos en vinculación con su 
retribución (servicio y beneficio) en ese contexto cultural y en el del complejo ordenamiento 
jurídico sobre la materia.

El ingreso de gran parte de los oficiales públicos de la Monarquía, desde el siglo XIV 
hasta principios del XIX, estaba constituido por un sistema mixto de quitaciones y derechos 
sobre actuación. Las quitaciones, ya fuesen sobre el erario real o sobre los propios municipales, 
estaban reguladas en función de las responsabilidades del cargo y del lugar en el que se ejer-
ciera y constituían el salario anual que podría fraccionarse para su entrega a lo largo del ciclo. 
No considero prudente –aunque en algunas fuentes se utilice– adjuntar a salario el adjetivo 
“fijo”, ya que su monto podía tener importantes variaciones en función de los ingresos del 
ramo sobre el cual se hicieran las quitas. Más aún, en los ingresos por concepto de derechos 
sobre actuación, había ocasiones en las que la regulación del salario se hacía sobre un porcen-
taje de lo recaudado por el mismo oficial sobre uno o varios ramos específicos, como fue el 
caso de los corregidores y los alcaldes mayores, luego de los subdelegados en la Nueva España, 
pues una de sus funciones era recolectar el tributo que pagaban de los indios al rey, así como 
derechos por conceptos de alcabalas y otros ramos.

7.	 Tomás y Valiente, “Origen”, IV: 3029; García Marín, El oficio, 245ss. En el último rubro se integran los derechos de judicatura de 
los subdelegados, objeto de este trabajo.

8.	 García Marín, El oficio, 266ss. Cabe destacar la pluralidad y variantes de estos derechos complementarios en la primera mitad del 
siglo XV que incluían ayudas de bodas, de vestuarios y mantenimientos y, para el caso de los oficios municipales, el conducho. 
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Otras variaciones estaban relacionadas con las políticas de la Corona, o incluso con la 
de los virreyes en el caso de la Nueva España, pero sobre todo con la frágil estructura del sis-
tema fiscal de la Monarquía ante una oficialidad en crecimiento. Los reyes, siempre necesita-
dos de recursos, disponían de los ramos de la real hacienda o efectuaban rebajas en las quitas. 
Las políticas virreinales podían también influir en el volumen de determinado ramo sobre el 
cual se efectuaban las quitas. Por ejemplo, en 1765 la ausencia de dinero en los ramos de penas 
de cámara y gastos de justicia, que eran sobre los que tradicionalmente se pagaba a gran parte 
de los oficiales de la real sala del crimen de la audiencia de México, obligó a los contadores a 
buscar soluciones alternativas. Decidieron entonces derivar parte de los ingresos del ramo de 
colleras, obtenido por la venta de los reos a los obrajes, para pagar a los ministros subalternos. 
Sin embargo, el virrey Croix era contrario a la venta de reos y dispuso que éstos purgaran sus 
penas en la cárcel con lo cual aumentó la crisis de salarios de los oficiales.9

Los derechos, como los llamados de judicatura en el caso de los subdelegados, estaban 
regulados por aranceles calculados en función de la complejidad de las actuaciones del oficial 
en un caso particular, del esfuerzo o tiempo que invirtiera en él, o de la calidad de las personas 
o corporaciones que litigaban o solicitaban ciertos procedimientos. La mayor parte de estos 
derechos eran solventados por los propios litigantes o solicitantes, y estaban comprendidos 
dentro de las costas de los procesos, o bien podían derivarse de los ramos de penas de cámara 
y gastos de justicia, pero en las menos ocasiones. La regulación de estos derechos podía ser 
objeto de interminables abusos, debido a que en ella los oficiales públicos veían la oportunidad 
de aumentar sus ingresos de manera considerable; por eso, la Corona promovió constante-
mente el arreglo de aranceles claros para el cobro de derechos desde una época tan temprana 
como 1360, cuando se fijaron los que podían percibir los escribanos por los instrumentos que 
compusieran.10

A pesar del cuidado que pusieron los monarcas en este aspecto, la elaboración de los 
aranceles para la totalidad de los oficios públicos en la Nueva España y las Indias en general 
tuvo una historia azarosa e irregular por diversas circunstancias. Aunque se determinaron 
varios aranceles por ordenanzas de audiencias, reales cédulas y autos acordados desde el siglo 
XVI, la totalidad de los derechos de muchos oficios públicos no fueron regulados de manera 
sistemática e incluidos en impresos comprehensivos sino hasta finales del siglo XVII y durante 
el XVIII, particularmente en la Nueva España entre los años de 1699 y 1759.11 Aun con ello, la 

9.	 Teresa Sanciñena Asurmendi, La Audiencia en México en el Reinado de Carlos III, México, Universidad Nacional Autónoma de 
México-Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1999, pp. 95ss. Para los problemas de los diversos ramos vid. Fabián de Fonseca y 
Carlos de Urrutia, Historia general de real hacienda, escrita por…, México, Vicente G. Torres, 1845-1853.

10.	 García Marín, El oficio, p. 256; Víctor Gayol, “El costo de la justicia. Aranceles y derechos de oficiales públicos en la Nueva 
España” (inédito).

11.	 Gayol, El costo, passim. Para los aranceles en las ordenanzas de audiencias vid. José Sánchez-Arcilla Bernal, Las ordenanzas de las 
Audiencias de Indias (1511-1821), Madrid, editorial Dykinson, 1992; para algunas reales cédulas y otras disposiciones vid. Vasco de 
Puga, Cedulario de la Nueva España, México, en Casa de Pedro Ocharte, 1563; Diego de Encinas, Cedulario Indiano recopilado 
por…, Madrid, Imprenta Real, 1596; Recopilación de leyes de los Reynos de las Indias…, 4 vols., Madrid, Julián Paredes 1681. Para 
los autos acordados vid. Eusebio Ventura Beleña y Juan Francisco Montemayor de Cuenca, Recopilación sumaria de todos los autos 
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mayoría de los oficios foráneos del distrito de la audiencia de México no fueron arancelados 
hasta 1784. Entre ellos quedaron los corregidores y alcaldes mayores pues, aunque se puso 
atención en el asunto con la formación de unos breves aranceles, no se le dio más peso sino 
hasta la formación de los aranceles del regente Herrera, en 1784, que abordaremos posterior-
mente. De los primeros que tenemos sendas constancias fueron compuestos por mandato del 
virrey marqués de Casafuerte entre 1722 y 1727, estaban pensados para el corregidor y alcaldes 
de la ciudad de México “… y demás Lugares de la Gobernación de esta Real Audiencia…” 
y de manera sucinta recogían ordenamientos al respecto incluidos en la recopilación de leyes 
castellana y en la indiana.12 Por su parte, la junta de aranceles establecida en 1738 amplió los 
aranceles de Casafuerte pero sólo con mención al corregidor de la ciudad de México.13

Por eso es importante subrayar que el hecho de que no se hubiera formado un arancel 
particular para determinado oficio público en los territorios de las audiencias indianas no 
quiere decir que no se llevara regulación de los derechos del mismo ni que se careciera de un 
referente para su tasa, pues en dichas ocasiones se recurría a los aranceles formados para los 
mismos oficios en otras partes de la monarquía. La práctica común para establecer la tasa de 
derechos en Indias desde 1511 fue tomar como referencia el correspondiente arancel castellano 
y aplicar un determinado aumento.14 Éste era exactamente el mismo procedimiento para esta-
blecer los salarios de los oidores y otras justicias en las audiencias de Indias, estipendios que 
eran más elevados que los de las audiencias castellanas. Las razones para este aumento, que se 
tasó al principio en cinco tantos respecto a lo asignado en Castilla, tenían en consideración 
la lejanía y el mayor costo de vida en tierras americanas; pero al poco tiempo (1514) Fernando 
el Católico lo redujo a tres tantos por considerar escandaloso el anterior.15 Sin embargo, el 
porcentaje de aumento fluctuó considerablemente a través del tiempo y en diferentes audien-
cias, lo cual provocó sendos descalabros y abusos. Por ejemplo, el licenciado López Cerrato, 
segundo presidente de la audiencia de Los Confines (1543) y antes presidente provisional de 
la de Santo Domingo, se quejó que los oidores y oficiales del tribunal guatemalteco habían 
interpretado muy laxamente la práctica del cálculo de los ingresos basándose en el costo de 
la vida y la lejanía con Castilla pues formaron aranceles para escribanos considerando no los 

acordados de la Real Audiencia y Sala del Crimen de esta Nueva España, y providencias de su Superior Gobierno…, 2 vols., edición fac-
similar con estudio introductorio de María del Refugio González, México, Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, 1991 (Serie A. Fuentes b) Textos y estudios legislativos, 27 y 28).

12.	 Las disposiciones de Casafuerte se recogen en la colección de aranceles impresa en 1727: Reales aranzeles de los ministros de la real 
audiencia, sala del crimen, oficios de gobierno…, México, Herederos de la viuda de Miguel de Rivera, 1727, p. 104. Dichas disposi-
ciones citan las contenidas en la Recopilación de leyes destos reynos, hecha por mandado de la Magestad Catholica del Rey don Philippe 
Segundo nuestro Señor…, Alcalá de Henares, en casa de Iuan Iñiguez, 1581, Libro III, Título V, ley 9 (en adelante NRecop/III.V.9), 
así como las de la Recopilación de leyes de los Reynos de las Indias, Libro II, título XVI, ley 33 y Libro IV, título IV, ley 35 (en adelante, 
RecopInd/ II.XVI.33 y IV.IV.35).

13.	 Colección de aranceles para los tribunales, juzgados y oficinas de justica, gobierno y real hacienda que comprende la ciudad de 
México, México, Imprenta de Sébring y West, 1833, pp. 127ss.

14.	 Fecha de instalación del primer tribunal de alzada en Santo Domingo.
15.	 Archivo General de Indias (en adelante AGI), Indiferente general, 419, L. 5, ff. 280r-291v.



Víctor Gayol

54

cinco, sino diez tantos más de lo que importaban los castellanos. A López Cerrato esto le 
pareció “desaforado, porque veces hay que montan más los derechos que la causa principal.”16

Por su parte, las dotaciones complementarias siguieron siendo recurrentes durante la 
vigencia del gobierno de la monarquía en Indias, como se puede observar por la multipli-
cación de solicitudes de ayudas de costas en la documentación de archivo. En ocasiones, 
algunos ingresos complementarios se convirtieron en dotaciones periódicas como, por ejem-
plo, los sobresueldos por concepto de comisiones que tenían los oidores de la audiencia de 
México. Sin embargo, siempre pendió sobre ellos el peligro de su extinción por ser percepcio-
nes extraordinarias.17

Ingresos de subdelegados, alcaldes mayores y corregidores en la Nueva España

Suele ser muy extendida y notoria la impresión de que los subdelegados instalados por la Real 
Ordenanza…18 a partir de 1786 no contaban con ingresos satisfactorios (llamados en las fuen-
tes salarios fijos) y esto acarreaba graves problemas, al grado de llegar a considerar este aspecto 
como el origen del fracaso de la reforma y del régimen mismo de subdelegaciones.19 Dicha 
apreciación tiene que ver con sendas discusiones que se suscitaron desde la misma época de la 
instalación de las intendencias y que recogieron sus primeros historiadores al grado de calar 
profundamente incluso en la historiografía del siglo XX. Por ejemplo, en su Ensayo político…
,20 Humboldt incluyó unas anotaciones sobre el asunto contenidas en unas representaciones 
del cabildo catedral de Valladolid que llamó fuertemente la atención de Charles Gibson, gran 
estudioso del mundo nahua colonial. Gibson escribe –como muchos otros historiadores espe-
cialistas o no en las instituciones indianas–, que el hecho de sustituir alcaldes mayores y corre-
gidores por subdelegados: “… estaba pensado como una medida de reforma para eliminar la 
corrupción del corregimiento, pero en esto, como en otros muchos aspectos, fracasó. (Fue la 
observación de Humboldt a principios del siglo XIX que, lejos de constituir una reforma, el 
sistema de intendencias traía males mayores que el sistema que desplazaba por la razón de que 
los subdelegados no tenían salarios fijos)”.21

16.	 Gayol, El costo, passim; cf. Encinas, Cedulario, II: 318.
17.	 “… el poder público, consciente de que no remunera debidamente a sus servidores, procura paliar el problema sin comprometerse, 

es decir, satisface cantidades a título extraordinario que incluso, aún cuando convierta en cantidades periódicas, puede retirar en 
un momento dado, sin reclamación justificada…”. Jesús Lalinde Abadía, Los medios personales de gestión del poder público en la 
historia española, Madrid, Instituto de Estudios Administrativos, 1970, p.160 apud García Marín, El oficio, p. 267, n. 93

18.	 Real Ordenanza para el establecimiento é instrucción de Intendentes de Exército y Provincia en el Reino de la Nueva-España, Madrid, 
de orden de su Magestad, 1786 (en adelante, RO).

19.	 José Luis Alcauter Guzmán, “Régimen de subdelegaciones en la América Borbónica. Autoridades intermedias en transición, 
Valladolid de Michoacán”, tesis de doctorado en Ciencias Humanas, Centro de Estudios de las Tradiciones, El Colegio de 
Michoacán, 2012, pp. 264ss.

20.	 Alejandro de Humboldt (1822), Ensayo político sobre el reino de la Nueva España, estudio preliminar, revisión del texto, cotejos, 
notas y anexos de Juan A. Ortega y Medina, México, Porrúa, 1984, p. 73.

21.	 Charles Gibson (1964), Los Aztecas bajo el Dominio Español (1519-1810), México, Siglo XXI, 1983, p. 91, n. 120.
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Humboldt había retomado las palabras escritas por Abad y Queipo bajo encargo del 
obispo fray Antonio de San Miguel para debatir el famoso asunto de la inmunidad personal 
del clero, reducida por una real cédula de 1795, que en su redacción final por el ya entonces 
obispo electo decía: “Se trató de remediar los abusos de los alcaldes mayores por los subdele-
gados, a quienes se inhibió rigurosamente todo comercio. Pero como no se les asignó dotación 
alguna, el remedio resultó infinitamente más dañino que el mal mismo. Si se atienden a los 
derechos arancelados, entre gentes miserables que sólo contienden sobre crímenes, perecen 
necesariamente de hambre”.22

Estos argumentos se multiplicaron desde 1786 y, en el fondo, están relacionados con la 
prohibición del trato comercial mediante el repartimiento. Los testimonios son abundantes y 
claramente se pueden considerar sesgados pues tras ellos no está el problema del nivel de vida 
de los subdelegados relacionado con la necesidad doctrinal de una recta administración de 
justicia,23 sino la discusión de los intereses de los comerciantes de la ciudad de México como lo 
demuestran los acuerdos de la junta de real hacienda del 28 de noviembre de 1794 para suspen-
der la prohibición del repartimiento, que fueron puestos a consideración del virrey Branciforte 
y del real acuerdo.24 El documento de la junta además proponía que con la legalización del 
repartimiento se podría cancelar la asignación de 5% sobre la recaudación del tributo de los 
indios a los subdelegados, señalado por la Ordenanza… como retribución,25 una medida que 
ya había tomado la Corona a principios del siglo XVIII, seguramente bajo las mismas consi-
deraciones.26 Este acuerdo de la junta fue originado por una serie de informes pedidos por el 
segundo Revillagigedo,27 antecesor de Branciforte y a quien le encarecía mucho solucionar 
el tema del repartimiento de los subdelegados.28 Sin embargo, Branciforte no parece haber 
tenido la misma opinión que Revillagigedo, o consideró peligrosos los alcances políticos de la 
propuesta de la junta de real hacienda con respecto a suspender la inhibición del repartimiento 

22.	 “Representación sobre la inmunidad personal de clero, reducida por las leyes, por el señor Abad y Queipo” en Juan E. Hernández 
y Dávalos, Colección de documentos para la historia de la guerra de independencias de México de 1808 a 1821, 6 vols., México, José 
María Sandoval Impresor, 1879, II: doc. 261.

23.	 Para las nociones de la recta administración de justicia y el iudex perfectus, vid. Carlos Garriga, “Sobre el gobierno de la justicia en 
Indias (siglos XVI-XVII)” en Revista de Historia del Derecho, Buenos Aires, 34, 2006, pp. 67-160.

24.	 Archivo General de la Nación (en adelante, AGN), Subdelegados, 51.3, ff. 147r-152r. Agradezco a José Luis Alcauter la copia digital 
de estos documentos. Es importante ver las consideraciones de Pastor, “El repartimiento”, pp. 233 y 235. Si bien no se suprimió 
abiertamente la prohibición, hubo muchos intentos y la práctica del repartimiento por los subdelegados prosiguió entre tolerada 
y perseguida.

25.	 RO, Art. 132º. A dicho 5% había que aumentar 1% que quedaba en manos del gobernador indio o los encargados de recolectar 
directamente el tributo en las cabeceras de república.

26.	 AGN, Indiferente virreinal: 2085.023, 2 ff.; Miranda, Las ideas, p. 192; Brading, Mineros, p. 76
27.	 Varios informes de intendentes, entre los que destacan uno de Manuel de Flon y una representación de Ugarte y Loyola (1791), un 

parecer del regente interino de la audiencia, Baltasar Ladrón de Guevara y otro parecer del tribunal del consulado, ambos de 1794 
y ya durante la gestión de Branciforte. Todos en AGN, Subdelegados, 51.4, ff. 168r-171r; 155r-164r y 51.3, ff. 107r-121v y 122r-138r. 
Los dos últimos están transcritos en Alcauter, “Régimen…”, pp. 574-599.

28.	 “Instrucción reservada de Revillagigedo a Branciforte” en Instrucciones que los Virreyes de Nueva España dejaron a sus sucesores, 
añádense algunas que los mismos trajeron de la Corte y otros documentos semejantes a las instrucciones, 2 vols., México, Imprenta 
de Ignacio Escalante, 1873 (Biblioteca Histórica de la Iberia, XIII y XIV), II: 322ss. y 618.
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y la desvinculación del salario de los subdelegados del erario, así que en 1797 refrendó la pro-
hibición de dicho comercio aprovechando una real orden de 1791 al respecto.29 A esto hay 
que aumentar el que, previamente y en posible relación con toda la discusión sobre el repar-
timiento, el virrey Flórez había detenido la aplicación de una real orden del 28 de marzo de 
1787 que preveía la asignación de ayudas de costas para los subdelegados. Dicha asignación 
quedaba pendiente en la época de Revillagigedo.30

El asunto es que no había tal ausencia de dotación para los subdelegados como lo 
expresó Abad y Queipo. Estaban los derechos arancelados que menciona y el premio de 5% 
sobre la recaudación del tributo de los indios, el cual no es otra cosa que una quitación sobre 
un ramo de la real hacienda moderado en función de las cantidades de ingreso en él cuya 
recaudación era responsabilidad de los mismos oficiales, es decir, coincide con el modelo de 
retribución ordinaria mixta de la mayoría de los oficiales públicos de la monarquía. Para el 
caso de los subdelegados, que venían a suplir a los alcaldes mayores y corregidores sin real-
mente una modificación sustancial en sus competencias jurisdiccionales, la retribución pare-
cería ser exactamente calculada bajo el mismo modelo puesto que, desde el siglo XVI, a los 
corregidores de indios se les asignó una retribución a partir de quitas al ramo de tributos.31 
Esto guarda una lógica dentro de la fiscalidad de la monarquía dado que las exacciones y 
las dotaciones debían estar relacionadas bajo las pautas de ese complejo sistema de relacio-
nes antidoral de servicio–beneficio entre los diversos componentes del aparato de gobierno y 
administración de justicia de la monarquía, su estructura y funcionalidad tributaria. Así como 
los corregidores castellanos percibían su retribución a partir de quitas sobre los propios de las 
ciudades donde estaban destinados para servir en el gobierno de las mismas como agentes de 
la Corona,32 los corregidores de indios en Nueva España recibían su dotación de quitas sobre 
un ramo destinado a “la cristiana enseñanza, gobierno, defensa y amparo en guerra y paz de 
los mismos indios…”.33 Además hay que considerar que este ramo se concibió como de ingreso 
regular y fijo, no afectado a variaciones dadas las concienzudas elaboraciones de matrículas 
de tributarios desde el siglo XVI, empezando por las que mandó hacer Hernán Cortés. Pero la 
crisis demográfica cambió sustancialmente los cálculos.

29.	 AGN, Real hacienda, 78.3, ff. 22-47.
30.	 Guillermo F. Margadant, “La Ordenanza de Intendentes para la Nueva España: ilusiones y logros” en Beatriz Bernal (coord.), 

Memoria del IV Congreso de Historia del Derecho Mexicano (1986), México, Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, 1988, II:655-684, p. 673 e “Instrucción reservada…”, II: 324.

31.	 Vid. Charles Gibson (1964), Los aztecas bajo el dominio español (1519-1810), México, Siglo XXI, 1983, pp. 89-91; Ethelia Ruiz 
Medrano, Gobierno y sociedad en Nueva España. Segunda audiencia y Antonio de Mendoza, Zamora, Gobierno del Estado de 
Michoacán/El Colegio de Michoacán, 1991, pp. 142ss.; Alberto Yalí Román, “Sobre alcaldías mayores y corregimientos en Indias. 
Un ensayo de interpretación” en Jahrbuch für Geschichte von Staat, Wirtschaft und Gesellschaft Lateinamerikas, Band 9 (1972), 1-39

32.	 Recopilación de leyes destos reynos, hecha por mandado de la Magestad Catholica del Rey don Philippe Segundo nuestro Señor…, Alcalá 
de Henares, en casa de Iuan Iñiguez, 1581, Libro III, Título V, ley 5 (en adelante NRecop/III.V.5). Para los antecedentes y problemas 
relacionados con esta disposición en los siglos XIV y XV, Tomás y Valiente, “Origen”.

33.	 Así se comprendía la utilidad del ramo, cf. Fonseca y Urrutia, Historia, I: 413.
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Sin embargo y precisamente por las drásticas fluctuaciones en la recaudación de tri-
butos, el ingreso así reunido presentaba algunos problemas objetivos más allá de la discusión 
de la vigencia o no del repartimiento. Por supuesto que la prohibición del sistema había aba-
tido en gran medida los beneficios de los encargados del gobierno provincial. Pastor calcula 
que por razón de repartimiento los anteriores alcaldes mayores y corregidores podrían haber 
obtenido entre 15 000 y 100 000 pesos anuales, verdaderas fortunas.34 Fuera de ello, y hasta la 
suspensión de pagos de salarios de 1718, la mayor parte de los corregidores y alcaldes mayores 
del distrito de la audiencia de México percibían ingresos a cargo de la real hacienda de entre 
100 y 300 pesos anuales, como lo muestra una lista del siglo XVII.35 Unos cuantos podían ganar 
un poco más, como el alcalde mayor de Oaxaca o el de Puebla de los Ángeles, dotados con 
500 y 660 pesos respectivamente. A esto hay que añadir los ingresos por cobros de derechos 
por actuación, cuyo monto desconocemos hasta el momento. Para el año de 1792, la mayoría 
de subdelegados (61%) recibía entre 200 y 1 000 pesos contados el “premio” por recaudación 
de tributos, los derechos de judicatura y otros ingresos.36 De las subdelegaciones 25% reportó 
beneficios menores a los 200 pesos anuales, habiendo casos extremos de subdelegados que 
declararon que sus ingresos anuales apenas ascendieron a 5 ½ reales (San Sebastián y Xolapa, 
también conocida como Hostoticpac), 27 pesos 7½ reales (Purificación) y 32 pesos ½ real 
(Guachinango), las tres en la intendencia de Guadalajara, en la que únicamente los subdelega-
dos declararon ingresos por recaudación de tributo de indios y vagos. Por cierto, cabe destacar 
que el subdelegado de Xolapa declaró que había recaudado solamente 44 pesos de tributo, 
monto que subió en la siguiente década: 682 pesos 4 reales para 1805 y que disminuyó a casi 
la mitad, 382 pesos 4 reales para 1810.37 El resto de las jurisdicciones con menores beneficios 
quedaba por encima de los 50 pesos de ingreso. En el extremo opuesto estaba la menor parte 
de subdelegaciones (14%) cuyos encargados declararon emolumentos de 1 000 hasta 2 267 pesos 
(véase la gráfica 1). Ciertamente, la diferencia es abrumadora con respecto al sistema anterior, 
además que solamente se podrían considerar como dotaciones decorosas las de 38% de los 
subdelegados, es decir, los que ganaban de 500 pesos para arriba. A finales del siglo XVIII, un 
oficial público promedio de la real audiencia de la ciudad de México podía obtener ingresos 

34.	 Pastor, “El repartimiento”, p. 206.
35.	 Antonio de León Pinelo, “Relación de los oficios i cargos de gobierno, justicia, hazienda, guerra i mar perpetuos u temporales que 

por gracia u merced o venta o renunciación provee su Magestad del Rey nuestro señor” en Jean-Pierre Berthe y Thomas Calvo 
(eds.), Administración e imperio. El peso de la monarquía hispana en sus Indias (1631-1648), edición crítica de…, Zamora, El Colegio 
de Michoacán, 2011, 401 p., pp. 203-393.

36.	 Según los informes contenidos en AGN, subdelegados: 51.4. El listado de los ingresos de los subdelegados están transcritos y estudia-
dos por Horst Pietschmann, “Alcaldes mayores, Corregidores und Subdelegados. Zum Problem der Distriktsbeamtenschaft im 
Vizeköninreich Neuspanien” en Jahrbuch für Geschichte von Staat, Wirtschaft und Gesellschaft Lateinamerikas, Band 9 (1972):173-
270. Esta información también es utilizada, con preferencia para la Intendencia de Valladolid por Alcauter, “Régimen”, 264ss. 
Mis cálculos se basan en las 180 subdelegaciones que registraron algún ingreso de las 186 que aparecen en los diferentes informes, 
descontando las 33 de la intendencia de Durango que no reportaron ingresos.

37.	 Agradezco profundamente a mi colega y amiga Martha Terán haberme permitido ser usuario piloto de su programa interactivo 
Tributos tardíos de la Nueva España, 1805-1810, México, Instituto Nacional de Antropología e Historia-Dirección de Estudios 
Históricos, 2012, que aparecerá en breve publicado acompañando a un libro sobre la materia.



Víctor Gayol

58

a partir del cobro de derechos que oscilaban entre los 1 000 y 1 200 pesos anuales. El monto 
de estas dotaciones permitía vivir, si no holgadamente, de manera decorosa pero modesta en 
la ciudad de México, si tomamos como referencia que el cálculo de los gastos de un oficial de 
guardia a caballo soltero, a finales de 1812, importaba casi los 600 pesos anuales.38

Gráfica 1 
Porcentaje de subdelegaciones por monto de ingresos anuales

Fuentes: AGN, Subdelegados, 51.4; Pietschmann, “Alcaldes mayores…”.

Derechos de judicatura y los aranceles de 1784

La monarquía de la casa Borbón enfrentó de tres maneras el problema que causaba al erario 
la práctica del repartimiento por parte de los encargados de los gobiernos provinciales. Una 
primera estrategia fue cancelar las dotaciones a los alcaldes mayores y corregidores con cargo 
al erario, hacia 1718.39 La segunda consistió en regular la práctica del repartimiento de los 
alcaldes mayores y corregidores, por real cédula de 27 de junio de 1751, mediante la compo-
sición de aranceles con los precios de los bienes que comerciaban en sus jurisdicciones. El 
proyecto obtuvo resultados en Perú, Santa Fe y Filipinas, pero no en Nueva España como 
demuestran las reiteradas disposiciones establecidas por reales cédulas de 18 de marzo de 1761 

38.	 Gayol, Laberintos, 341-342; Para el cálculo de los gastos vid. Linda Arnold, Burocracia y burócratas en México, 1742-1835, México, 
Editorial Grijalbo/Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, 1991, pp. 164-165. Otros interesantes datos sobre el nivel de vida 
de oficiales públicos en la ciudad de México a finales del siglo XVIII en Felipe Castro Gutiérrez, Historia social de la Real Casa de 
Moneda de México, México, Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Históricas, 2012, pp. 123-
179, 223ss.

39.	 AGN, Indiferente virreinal: 2085.023, 2 ff., cf. Miranda, Las ideas, p.192; Brading, Mineros, p.76.
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y 21 de septiembre de 1767.40 La tercera se aplicó tras la visita de Gálvez al retomarse la polí-
tica de controlar los ingresos de alcaldes mayores y corregidores pero ya no con referencia 
al repartimiento (puesto en la mira del visitador), sino insistir en los derechos por actuación 
como justicias ordinarias, que ya habían adelantado el arancel de Casafuerte y el de la junta 
de 1738. Una real cédula de 29 de junio de 1783 ordenaba la observancia de los aranceles para 
el cobro de derechos de diversos oficiales públicos de la audiencia y que se compusiera uno 
para los oficiales foráneos a la ciudad de México dentro del distrito de la audiencia,41 entre 
ellos los gobernadores, alcaldes mayores y corregidores, tal y como ya se había ordenado por 
real cédula de 29 de junio de 1738.42 El arancel fue elaborado por el regente de la audiencia, 
Vicente de Herrera y Rivero, en 1784.43 Dicho arancel vendría a frenar las prácticas que por 
negociación y costumbre habían establecido los responsables del gobierno provincial a partir 
de la interpretación y adecuación de los aranceles castellanos para justicias ordinarias, creados 
desde el siglo XV, y que tenían carácter de derecho supletorio en Indias.44

Se parte de la hipótesis de que este arancel reguló los derechos de judicatura de los 
subdelegados por varios datos: la no existencia de algún arancel para el cobro de derechos por 
judicatura de los subdelegados compuesto posteriormente a 1786; la mención a estos aranceles 
en las fuentes, por ejemplo, como vigentes en Guadalajara a partir de la representación antes 
citada del intendente Ugarte al virrey;45 o la publicación de éstos, junto con los elaborados por 
la junta instalada por orden de 1738, en una colección mandada a imprimir por unos editores 
anónimos que data del año de 1833, es decir, en plena época de la primera república federal. 

40.	 AGN, Reales cédulas originales: 91: 80, ff. 161r.-164v. La real cédula de 1767 lleva inserta la de 1761 y en ella se menciona la de 1751, 
que Baskes fecha en 15 de junio, cf. Baskes, Indians, p. 42. Para los aranceles de reparto y el funcionamiento posterior a 1751 
en Perú y Filipinas vid. Neus Escandell-Tur, “Repartos forzosos de mercancías y producción de ‘ropa de la tierra’ en Cuzco: 
1720-1780”, Luis Alonso Álvarez, “Repartimientos y economía en las islas Filipinas bajo dominio español, 1565-1815” y Alfredo 
Moreno Cebrián, “Entre la piedad y el negocio: los socorros a los indios de Perú y Buenos Aires” en Margarita Menegus, El 
repartimiento forzoso de mercancías en México, Perú y Filipinas, México, UNAM/Centro de Estudios sobre la Universidad/Instituto 
de Investigaciones Doctor José María Luis Mora, 2000, pp. 98-119, 170-216 y 217-279.

41.	 Mencionada en los Aranceles para gobernadores, corregidores, alcaldes mayores, alguaciles mayores, sus tenientes, contadores de menores, 
abogados, escribanos, y demás ministros subalternos de los lugares foráneos sugetos a la Gobernación de esta Real Audiencia de México. 
Formados de su superior mandato, con arreglo a las reales cédulas del asunto, y leyes de estos reinos, siendo Regente de ella el Señor 
Don Vicente de Herrera, y Rivero, del Consejo de S.M. y caballero de la distinguida orden española de Carlos Tercero, México, En la 
imprenta de Don Felipe de Zúñiga y Ontiveros, 1784. El impreso se encuentra en AGN, Intendencias, 49.

42.	 AGN, Reales cédulas originales: 58: 66, ff. 183r-184r, la cédula ordena la formación de la junta de aranceles y es mencionada también 
por Herrera.

43.	 Aranceles para gobernadores, corregidores…, AGN, Intendencias, 49.
44.	 “Aranceles de las justicias ordinarias” NRecop/III.10. Para la comprensión del derecho indiano y el derecho supletorio, nada mejor 

que Guillermo Floris Margadant S., Introducción al derecho indiano novohispano, 3 vols., México, El Colegio de México, 2000 
(Lecciones de Historia, 7-9).

45.	U garte y Loyola escribe respecto a los ingresos de los subdelegados por derechos de judicatura: “… pero en el día que por auto de 
la real audiencia del distrito de 14 de septiembre de 89, se arreglan a el Arancel foráneo de México les resultan disminuidos en gran 
medida los derechos…”, AGN, Subdelegados: 51:3, f. 157r (cursivas mías). No he conseguido el citado auto de la audiencia, pero 
existió una discusión en la audiencia sobre el asunto que terminó en el acuerdo de conservar la vigencia en Guadalajara de todos 
los aranceles de México, el 7 de agosto de 1789. Cf. Rafael Diego-Fernández y Marina Mantilla (eds.), La Nueva Galicia en el ocaso 
del imperio español, 4 vols., Zamora, El Colegio de Michoacán/UdeG, 2003-2009, II: 200-204 (Doc. 360).
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Según sus editores, la colección tenía como objeto proporcionar a los legisladores un conjunto 
de reglas y normativas que hacían falta en la república para el arreglo de los empleados de 
gobierno, sobre todo de los juzgados foráneos.46

Si bien esta hipótesis es falsable, resulta importante subrayar que una de las caracterís-
ticas de los ordenamientos normativos de la monarquía, incluso durante la etapa reformista, 
es que permitían un acomodo pragmático más apegado al casuismo y a la generación de una 
ingente jurisprudencia, como lo demuestra la gran cantidad de reales cédulas que enmenda-
ron paulatinamente lo dispuesto por las Ordenanzas… en beneficio de la particularidad de las 
provincias y de las situaciones, o el intento antes citado de modificar la prohibición del reparti-
miento por parte de la junta de real hacienda en 1794. Los historiadores no solemos ocuparnos 
de la normativa inmediatamente anterior a la Ordenanza…, seguramente vigente en su totali-
dad o en partes después de 1786, por considerar erróneamente que las Ordenanzas… hicieron 
tabula rasa de todo el sistema. Si bien los textos normativos borbónicos fueron distintos de la 
época de los Habsburgo, no escaparon a la dinámica del casuismo y la interpretación –ya no, 
por supuesto en el sentido de la interpretatio tratadística sino desde el sentido pragmático, y 
en ello tiene mucho que ver la imposibilidad de pensar en un corte absoluto y radical en las 
maneras de gobierno y en la arquitectura institucional del orden jurídico vigente. Esto inter-
ponía límites entre lo proyectado y lo posible.47

El trabajo de Herrera quedó organizado en 12 aranceles que cubrieron los derechos por 
actuación de gobernadores, corregidores, alcaldes mayores y jueces de inventarios; alguaciles 
mayores y sus tenientes, ministros de vara, escribanos de entradas y alcaides de las cárceles; 
contadores de menores; abogados foráneos; escribanos de real hacienda y cajas foráneas; escri-
banos públicos reales foráneos; procuradores de los juzgados ordinarios foráneos; escribano 
de diputación; escribanos mayores de cabildo, justicia y regimiento de ciudades, villas y otros 
lugares foráneos; depositarios generales foráneos; fiel contraste foráneo, y escribanos de regis-
tros de puertos de Nueva España. Por supuesto, aquí nos ocuparemos únicamente del primer 
arancel.

El arancel consta de 30 breves capítulos en los que se tasan actuaciones y se determi-
nan las que por ser de oficio no generaban cargos. Importa destacar que el arancel que nos 
ocupa prohibió en su primer capítulo (en adelante C1) que aquellos encargados del gobierno 
provincial con sueldo llevasen algún tipo de derecho a las partes por sus actuaciones judicia-
les, por cargo de asesorías o por el porcentaje en las condenaciones que el derecho destinaba 
a los jueces del caso. Cabe recordar que la mayoría de los alcaldes mayores y corregidores del 
distrito de la real audiencia de México –al parecer no los de la Nueva Galicia–48 dejaron de 

46.	 No puedo dejar de imaginar la mano de Lucas Alamán detrás de esta obra: Colección de aranceles, pp. 164-197.
47.	 Carlos Garriga, “Los límites del reformismo borbónico: a propósito de la administración de justicia en Indias” en Feliciano Barrios 

(coord.), Derecho y administración pública en las Indias hispánicas, 2 vols., Cuenca, Universidad de Castilla La Mancha, 2002, pp. 
781-821.

48.	 El corregidor de Tepatitlán tenía asignado un salario anual de 150 pesos en 1750. Águeda Jiménez Pelayo, “Tradición o moder-
nidad. Los alcaldes mayores y los subdelegados en Nueva España” en Espiral. Estudios sobre Estado y Sociedad, 21 (mayo-agosto, 
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percibir salarios provenientes de quitaciones sobre la real hacienda hacia 1718,49 probablemente 
porque se consideró que la práctica del repartimiento era suficiente beneficio y que la real 
hacienda podría ahorrarse su retribución, como sugirió proceder años después la Junta de 
real hacienda de 1794 respecto a los subdelegados. Pero en el caso que sí les dieran dotación a 
cargo del erario –como recibían los subdelegados–, solamente podrían exigir un tomín por 
el acto de firmar los autos interlocutorios y de sustanciación, y hasta dos reales por la firma 
de autos definitivos y sentencias. Ahora bien, lo interesante del asunto y que merece la pena 
destacar es que en dicha determinación se puede ver el juego de las leyes castellanas como 
derecho supletorio de las normativas propiamente indianas: el capítulo apela a lo ordenado 
para corregidores en la Nueva Recopilación…50 diciendo de manera textual “como dispone… 
la Recopilación de Castilla”, que toma en cuenta la asignación de salarios a los corregidores a 
costo del erario municipal así como sus aranceles.51 Pero ello tampoco podían recibir derecho 
alguno por firmas en negocios y procesos de indios, pobres, o comunidades religiosas men-
dicantes reformadas (C1). Las mismas disposiciones se encontraban ya en los aranceles de la 
junta de 1738 y previamente en los de Casafuerte, pero el resto son novedosas en los aranceles 
de Herrera, salvo mención al contrario.

Al igual que todos los jueces seculares y eclesiásticos, no podían recibir estipendio por 
las visitas que realizaran a sus partidos, pues era una actuación obligatoria de su cargo (C2). 
En las causas matrimoniales no podían llevar otros derechos que lo concerniente a papel “y lo 
escrito” (C3), que debía estar tasado conforme al resto de los aranceles vigentes para los escriba-
nos.52 De la misma manera debían proceder respecto a la guarda y custodia de los procesos.53

Como autoridades jurisdiccionales mayores en su demarcación, debían estar presentes 
en una serie de actos públicos y jurídicos como la formación de inventarios de bienes, apre-
cios (es decir, los avalúos de bienes) así como los remates en almoneda pública para que estos, 
además de la asistencia del fedatario (escribano) tuviesen peso legal (C4). Por un trabajo de 
medio día en el asunto, podían recibir hasta cuatro pesos, y por la labor de un día completo, 
hasta ocho pesos. Pero como se esperaba que este tipo de procedimientos fuera de lo más 
expedito, se condenaba al alcalde mayor o corregidor a pagar con la pena de setenas (es decir, 
lo habido multiplicado por siete) tanto por el exceso en el tiempo –y el respectivo cobro de 
derechos– como por recibir un porcentaje del monto de los avalúos verificados, práctica por 

2001), pp. 137-157. En la alcaldía mayor de Lagos y Teocaltiche percibieron salarios de 150 pesos más ayudas de costa por 200 pesos 
hasta 1792. Cf. Celina G. Becerra Jiménez, Gobierno, justicia e instituciones en la Nueva Galicia. La alcaldía mayor de Santa María 
de los Lagos, 1563-1750, Guadalajara, Universidad de Guadalajara, 2008, p. 175.

49.	 AGN, Indiferente virreinal: 2085.023; Alcaldes mayores: 3, ff. 248-394; Media anata: 45, ff. 1-420. Miranda, Las ideas…, 192 (aunque 
lo traslada a principios del XVII); Brading, Mineros y comerciantes, p. 76.

50.	 NRecop/III.V.9.
51.	 Vid. supra. la ya citada NRecop/III.V.5 y III.X, respectivamente.
52.	 Para los aranceles de diversos escribanos Cf. Gayol, El costo. La disposición particular sobre las causas matrimoniales proviene de 

la Real Pragmática Sanción de 23 de marzo de 1776 sobre matrimonios, la real cédula y el real acuerdo de la audiencia de México. 
Vid. Beleña, Recopilación, II: 171ss. 

53.	 Art. 10º de la real pragmática.
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demás corriente. En esta materia, el arancel de Herrera recoge casi íntegramente lo establecido 
en los aranceles de la junta de 1738 para el corregidor y los alcaldes ordinarios de la ciudad de 
México, aunque reduce en algo más de 30% la tasa de derechos, de 6 a 4 pesos por medio día 
de asistencia a inventarios y aprecios y de 12 a 8 pesos por el día completo.

En el arancel también se refiere el estipendio de los escribanos y peritos que pudiesen 
acompañar al oficial en sus diligencias (C5-6). Es de notarse que muchas veces los propios 
corregidores y alcaldes mayores, así como los subdelegados, asumieron estas funciones ante 
la ausencia de fedatarios en su jurisdicción. Un caso interesante es el de la subdelegación de 
Dolores, en la intendencia de Guanajuato, pues su subdelegado obtenía altos ingresos por 
derechos de judicatura al no existir escribanos y otros jueces ordinarios, según el informe del 
intendente.54

El arancel de Herrera es mucho más extenso y meticuloso que los aranceles anteriores 
pues preveía al detalle la tasa sobre diversas actuaciones en procesos judiciales como, por ejem-
plo, lo que debía cobrar por notificaciones y citaciones, declaraciones o deposiciones de reos o 
peritos en algún proceso, apremios o despachos, presentación de instrumentos públicos, ejecu-
ción de aprehensiones o embargos, examen de testigos, careos y ratificaciones de testigos, reci-
bir juramentos, la realización de diversas diligencias (vistas de ojos, reconocer o medir casas, 
sitios y solares, dar posesión de propiedades o entregar amparos), comisiones, avalúos y perita-
jes, recibir querellas y apartamientos, aprehensiones de reos, fe de heridas o cuerpo muerto y 
otros detalles.55 Aparte de lo obtenido por cada una de estas actuaciones podía contemplarse 
además lo escrito en el procedimiento, como en el caso del examen de testigos, pero en otros 
casos se consideraba incluido lo escrito, como en las ratificaciones de testigos y en las cauciones 
juratorias. Si se señalaba, lo escrito debía cobrarse aparte bajo ciertas reglas respecto a la com-
posición de las fojas y sus partes, fueran textos o guarismos, y la regulación se vinculaba con 
la de los aranceles de escribanos. Sin embargo, estaba expresamente prohibido recibir ningún 
otro dinero, ni a cuenta de depósito o fianzas, pues esto le correspondía al alguacil mayor.56

No podían cobrar derecho en ningún despacho de oficio correspondiente a negocios 
de la real hacienda, o los seguidos por el fiscal, que tocasen a la defensa de la jurisdicción y 
tocantes al real patronato; ni tampoco en asuntos de religiones mendicantes reformadas ni en 
cuestiones personales de indios, y por los asuntos de los caciques podían solamente la mitad 
de lo regulado a un español (C23). Tenían expresamente prohibido recibir gratificaciones por la 
asistencia y la aprobación de las elecciones anuales de repúblicas de indios ni por dar posesión 
de oficios de república (C24).

54.	 AGN, Subdelegados, 51.4, ff. 186r-v.
55.	 Para una mejor comprensión tanto de las partes del proceso en aquellos años como del vocabulario forense utilizado, es necesario 

al menos conocer el trabajo de María Paz Alonso Romero, El proceso penal en Castilla. Siglo XIII-XVIII, Salamanca, Universidad de 
Salamanca/Excelentísima Diputación Provincial de Salamanca, 1982, 377 p. La explicación de los términos y del proceso castellano 
y, por extensión, trasladado a Indias, se siguen a partir de este trabajo y el Diccionario de autoridades. 

56.	 Para una meticulosa descripción del arancel, Gayol, El costo.
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Lo anterior nos da una idea somera del detalle y amplitud de la regulación de las actua-
ciones de los encargados del gobierno provincial lograda por el regente Herrera. Con eso se 
conseguía reglamentar las particularidades de las actuaciones de estos oficiales en el ámbito 
indiano y que era tan distinta de la realidad de los castellanos. Un arancel tan detallado como 
el de 1784 podía servir entonces tanto para los alcaldes mayores y corregidores previos a la 
reforma de 1786 como para los subdelegados instalados por la Ordenanza….

Aplicación de los aranceles

Para dar una idea de la vigencia de los aranceles de Herrera durante el régimen de intendencias 
y el cómo se pudieron haber aplicado basten dos ejemplos que son como oro molido pues, 
aunque contamos con amplias noticias sobre el monto total de la percepción por el cobro de 
derechos en varias subdelegaciones a partir de los informes enviados a Revillagigedo, es muy 
difícil tener a la mano este tipo de documentos que nos permiten conocer los parámetros de la 
tasación particular de las actuaciones y poder así establecer su relación con los aranceles. Por 
eso, estos dos documentos resultan de grandísimo interés.

El primero de ellos es un informe detallado y particular de un subdelegado que se debe 
haber traspapelado entre los informes generales que los intendentes enviaron a Revillagigedo. 
Se trata del “Ymbentario quinqueñal” del producto de derechos judiciales que envió Ygnacio 
Padilla, subdelegado de San Juan Bautista Maloya a Enrique Grimarest, intendente goberna-
dor de Arizpe (Sonora y Sinaloa), en julio de 1792.57 Dicho documento refiere con detalle el 
monto de lo cobrado por diversas actuaciones, como el levantamiento de inventarios, de tes-
tamentos y otros instrumentos públicos, diligencias de parte, cárceles y multas. No obstante, 
aun haciendo comparaciones entre lo tasado en los aranceles y lo expresado en el informe de 
Padilla, resulta imposible saber si se atuvo o no a los aranceles, pues su informe nos ofrece el 
monto total de una serie de actuaciones sin desglosar los diversos aspectos de las mismas. Así, 
por ejemplo, no sabemos en cuánto tasó cada foja por escrito ni cuánto tiempo le llevó cata-
logar los bienes al realizar el inventario y/o testamento de Doña Nicolaza Partida, actuación 
por la cual cobró 110 pesos; ni por el de José López por el cual solamente le pagaron 14 pesos 
(los ejemplos representan los rangos extremos del conjunto de instrumentos elaborados en el 
quinquenio). No obstante, es ilustrativo contraponerlo con el texto de los aranceles:

[C]4 De la asistencia á la formacion de Inventarios, Aprecios, y Almonedas, por cada asistencia, sea 
por mañana, ó tarde, llevarán á razon de quatro pesos, y siendo en el dia entero ocho pesos, con tal 
que hayan ocupado por lo menos tres horas en cada asistencia, y con calidad inviolable, de que ni con 
otro pretexto, causa, ó motivo, han de cobrar con titulo de regalia, gratificacion, ú obsequio, ni recibir 

57.	 AGN, Subdelegados: 51.4, f. 209r-f. 211r. Alcauter ya había notado la importancia del documento pero sin encontrar la referencia 
para la tasación de los derechos de judicatura. Alcauter, “Régimen”, pp. 266 y 268.
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de las Partes por sí, ni por tercera persona otra cosa alguna en reales, alhajas, ú otra especie, en corta, 
ó crecida cantidad, valor, ni estimacion, mas que tan solamente lo que al respecto referido importaren 
las asistencias, ni dar lugar à que estas se aumenten, antes sí alentar à los demás Ministros, como lo 
tienen de obligacion para la breve conclusion de los Inventarios, sobre que se les encarga la conciencia: 
con apercebimiento, de que el exceso, que se verificare, lo han de debolver, con las setenas, aplicadas 
integramente á la Real Cámara, fuera de que á los Albaceas, ó partes que lo hubieren satisfecho, ó 
dado voluntariamente, no se les ha de pasar en data; antes sí se les hará cargo, para que lo reporten de 
proprio caudal, pronta y executivamente.

Las cantidades cobradas por Padilla (110 y 14 pesos) van mucho más arriba de los 
8 pesos por un día completo de asistencia como juez a los inventarios según el arancel de 
Herrera, o incluso de los 12 pesos por día conforme al arancel de la junta de 1738. Por ello, es 
muy posible que el subdelegado haya actuado también como escribano en estas diligencias y 
regulado derechos por la redacción del instrumento, cuya tasa en los aranceles de Herrera y en 
los de la junta de 1738 es como sigue:

[C]5 Y en conseqüencia de lo referido, el Escribano ante quien pasaren los Inventarios, llevará por cada 
asistencia, y con las calidades expresadas, á razon de diez, y ocho, y medio reales, y continuandose 
por mañana, y tarde, en cada dia llevarán quatro pesos, cinco reales por ambas, trabajando al menos 
tres horas, como queda advertido, en cada asistencia, y de lo escrito á un real foxa, de veinte renglones 
plana, y siete partes renglon; y siendo de guarismos, ó de treinta renglones, y diez partes, à dos reales.

Si cobró 8 pesos por un día de trabajo como justicia ordinaria y otros 4 pesos 5 reales 
como escribano, él –o su amanuense– debió haber escrito unas 11 fojas de texto o 5 ½ de 
números para cobrar 14 pesos, de haberse atenido al arancel de Herrera y un poco menos si 
tenía como referencia el arancel de la junta. A partir de eso se podría calcular la cantidad de 
trabajo que le correspondió realizar para el caso de doña Nicolasa y los 110 pesos percibidos. 
Pero eso sería especular demasiado pues para poder saber si se atuvo o no al arancel (lo más 
seguro es que no, como veremos adelante) necesitaríamos tener a la mano los instrumentos 
para analizar la manera en la que fueron compuestos y tasados.

Con esta salvedad podemos aventurar una comparación basándonos en las entradas 
de reos a cárcel. Por cada uno de los 17 aprehendidos en el quinquenio, Padilla cobró 2 pesos 
salvo por el caso de Juan Francisco Ramos en el que cobró 8 pesos. Pero el subdelegado asienta 
en esta entrada “con multa”, lo cual explica la diferencia. Ahora bien, los aranceles regulaban 
en 8 reales (1 peso) cada reo que fuese aprehendido, mientras que otra serie de actuaciones 
relacionadas con la prisión de los reos (confesiones, reconocimiento de bienes confiscados, 
reconocimiento de heridas) estaban reguladas entre 5 y 10 ½ reales. Si los aranceles preveían 
entonces como mínimo un ingreso de entre 1 peso a más de 2 pesos 2 ½ reales por el arresto 
de un reo, lo cobrado por Padilla entra dentro del rango.
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Pero hay otro documento más ilustrativo para la comparación con los aranceles, que 
registra la comisión encomendada al subdelegado de Yuririapúndaro, José Mariano Martínez 
para atender un litigio contra el subdelegado de Cuitzeo iniciado por la república de natu-
rales de Huandacareo porque estorbó la elección de autoridades.58 Lo interesante del docu-
mento es que en él se regularon los derechos por actuación del subdelegado haciendo explícitos 
datos como días de trabajo, distancias andadas, fojas escritas y fojas de papel de sello cuarto 
utilizadas.

Como comisionado, Martínez ocupó una de las diligencias que lo llevó fuera de su 
localidad de residencia seis días por lo que se le asignaron 6 pesos por día, más otros 14 pesos 
por las catorce leguas que anduvo de ida y vuelta entre Yuririapúndaro y Cuitzeo.59 En los 
aranceles, el día de trabajo por comisión está tasado entre 4 y 4 pesos 5 reales dependiendo de 
la calidad de la tierra, mientras que cada legua de camino andado se solía tasar en 5 reales por 
legua hasta las 5 leguas, considerando en los propios aranceles que en un día se podrían andar 
como máximo 6 leguas (algo más de 29 km aproximadamente).60 Aparte de ello podía llevar 
de derechos por lo escrito hasta un real por foja según arancel, pero en este caso a Martínez se 
le asignaron dos reales por foja. A esto hay que sumar los gastos de papel de sello cuarto que 
en este caso importaron 3 granos por foja. Queda claro entonces que la tasación que se hizo 
de la comisión de Martínez fue por encima de lo establecido por arancel con un incremento 
de entre 30% y 60 por ciento.

Con estos indicios se puede establecer cierta relación entre el arancel de alcaldes mayo-
res y corregidores y lo cobrado por los subdelegados, aunque siempre con una tendencia al 
aumento respecto de lo regulado por lo aranceles. Y este dato justamente nos regresa a las 
discusiones que hubo en la época sobre los ingresos de los subdelegados. Por ejemplo Ugarte, 
intendente de Guadalajara, se quejaba en su representación de 1792 que “… en el día que 
por auto de la Real Audiencia del distrito de 14 de septiembre de 89 se arreglan a el aranzel 
foráneo de México les resultan disminuidos en gran manera los derechos judiciales…”.61 El 
tono de su lamentación tenía ecos a lo largo y ancho de la Nueva España pues los aranceles de 
Herrera desataron quejas por todos lados, varias de las cuales llegaron a la corte de Madrid, al 
consejo de Indias, como una representación de los escribanos reales y notarios de la ciudad de 
Puebla sobre los prejuicios que les causaban de 27 de septiembre de 1787. El expediente entró a 

58.	 AGN, Indios: 68.438, ff. 363v-366r., apud. Alcauter, “Régimen…”, pp. 266-269.
59.	 “Legua. s.f. Medida de tierra, cuya magnitud es mui varia entre las Naciones, De las leguas Españolas entran diez y siete y media en 

un grado de círculo máximo de la tierra, y cada una es lo que regularmente se anda en una hora…”, Diccionario de autoridades. El 
“grado de círculo máximo de la tierra” se refiere a lo que hoy conocemos como “grado de meridiano terrestre”, es decir, que si en 
un grado de latitud (111.12 km aproximadamente) caben 17.5 leguas, cada legua medirá 6.35 km. Sin embargo, para el siglo XVIII 
se había adoptado en la monarquía la legua de 20 al grado, es decir, de aproximadamente 5.56 km. Dado el terreno montañoso de 
la mayor parte de México, en los lugares rurales una legua actualmente equivale a algo más de 4 km, que es lo que se puede andar 
en una hora en este tipo de orografía. En los caminos actuales la distancia entre Yuriria y Cuitzeo es de 34.2 km, es decir, 7 leguas 
de 4.885 km cada una aproximadamente.

60.	 Arancel, C7 y C8.
61.	 AGN, Subdelegados: 51.4, f. 157r.
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consulta al año siguiente pero el parecer del fiscal de la contaduría general y su respuesta a la 
audiencia de México avalaba los aranceles del regente y sugería al real acuerdo que los conside-
rase válidos ordenando su aprobación, y que de esto se informara a los escribanos poblanos.62 
Todo ello evidencia que las autoridades intermedias de las intendencias fueron flexibles a la 
hora de aumentar un poco la tasa de los derechos con respecto al arancel de Herrera, pero es 
innegable que éste servía como guía para la tasación.

Lo más seguro es que los subdelegados hayan cobrado cuotas un poco más elevadas 
que las reguladas, pero quizá varios no se atrevieran a incrementarlos en demasía pues estaban 
obligados a tener un ejemplar del mismo a la vista del público, lo cual habría podido jugar 
como una especie de control por negociación entre el abuso y la permisividad mientras no 
llegase al escándalo 

Derechos de judicatura en los ingresos de los subdelegados

La importancia de los derechos de judicatura como componente de la retribución de los encar-
gados del gobierno provincial se destaca en los informes solicitados por Revillagigedo. En 
el conjunto de las 11 intendencias que enviaron información, los ingresos por porcentaje de 
tributos ascendieron a 53.07% mientras que por judicatura importaban 42.86%. El 4.08% res-
tante corresponde a otros ingresos, como porcentajes sobre recaudación de alcabalas, tabaco 
o a veces derechos de piso para la colocación de puestos en las plazas durante los tiempos de 
ferias (véase tabla 1 y gráficos 2 y 3). Aún así, cabe destacar que las percepciones por derechos 
de judicatura estaban también expuestas a múltiples variaciones al igual que los cobros por 
tributo.

Entre las variables que afectaban los ingresos por derecho de judicatura estaba en primer 
lugar el índice de litigiosidad de las sociedades locales, es decir, si eran más o menos pleitistas, 
así como las materias y cuantías de los pleitos y las calidades de los habitantes. Normalmente 
existe un mayor índice de litigiosidad en poblaciones cuyos habitantes tengan alguna riqueza 
y bienes y éstos generan un mayor volumen de diligencias y procedimientos. Por otro lado, 
la justicia criminal no genera tantos ingresos como la civil, mientras que los habitantes de los 
pueblos de indios estaban exentos del pago de una gran cantidad de derechos, puesto que 
tenían asegurada la impartición de justicia por el medio real de ministros que estaba incluido 
en sus pagos como tributarios.63 A los caciques indios se les cobraba solamente la mitad de los 
derechos que a un español. De ahí las múltiples quejas de subdelegados e intendentes de algu-
nas provincias respecto a que la pobreza de la gente o el haber muchos pueblos de indios en su 
jurisdicción abatía los ingresos por judicatura, como el ejemplo del partido de El Rincón que 

62.	 AGI, México, 1138.
63.	 Woodrow Borah (1985), El Juzgado General de Indios en la Nueva España, México, Fondo de Cultura Económica, 1985, pp. 265ss.
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menciona en su informe el intendente de Guanajuato, Juan Antonio Riaño: “son ningunos 
por pueblo de indios”.64

Otra variable que afectaba a los ingresos por esta vía era la existencia o no de otras 
justicias ordinarias en la localidad así como la de escribanos. En varios informes, como el del 
intendente Riaño que seguimos aquí, queda explicada la baja cuantía de los ingresos por dere-
chos señalando que en la provincia existían alcaldes ordinarios. Un ejemplo era San Miguel 
el Grande cuya jurisdicción se extendía a la Villa de San Felipe, y otro León, pues ahí los 
subdelegados y sus tenientes sólo obtuvieron 100 y 45 pesos respectivamente. Al contrario, es 
notable el ingreso en jurisdicciones como la de Dolores, cuyos percepciones extraordinarias 
–conforme expresa el intendente– de 700 pesos se explican precisamente por la ausencia de 
escribanos y otras justicias ordinarias. Además, a los ingresos obtenidos habría que descontar 
los gastos de amanuense, papel y tinta que los subdelegados debían poner de su bolsillo.65

Considerando estas variables más el hecho de que no todos los subdelegados informa-
ron cuál había sido el monto de sus ingresos por judicatura “ni aún prudencialmente”, como 
se expresa el intendente Flon del encargado de Tehuacán, podemos apreciar mejor la relación 
establecida entre las percepciones por tributo y por derechos en el conjunto de las intenden-
cias.66 De las 11 intendencias consignadas, en seis de ellas el ingreso por judicatura significó 
más de 50% de las percepciones anuales de los subdelegados: Veracruz, México, San Luis 
Potosí, Valladolid, Sonora y Zacatecas. Ahora bien, estos ingresos por sí solos no significaban 
gran cosa para una buena parte de los subdelegados. De las 186 jurisdicciones que enviaron 
información, solamente 142 de ellas manifestaron el cobro de derechos por actuación de la 
siguiente manera: 45% con percepciones por debajo de los 200 pesos, 38% entre 200 y 500 pesos, 
y sólo el 17% restante obtuvo de 500 en adelante, siendo la mayor cantidad declarada la de la 
subdelegación de Zumpango con 1 060 pesos mientras que en las de Acayucan, Cuernavaca, 
Jiquilpan y Tulancingo hubo ingresos de 1 000 anuales por este rubro.

Coda

Parte de la complejidad con la cual nos enfrentamos a la hora de apreciar el método de retri-
bución de los subdelegados en la Nueva España de la época de las intendencias consiste en 
la tensión que había entre un modelo viejo y probado de soluciones para la organización del 
aparato de gobierno y administración de justicia de la monarquía y las necesidades de una 
mejor operación del mismo que impulsaron las políticas reformistas. Si bien dichas políti-
cas tienden a perfilar un nuevo modelo de organización del aparato de gobierno, que puede 
ser visto como precursor del contemporáneo, distaban mucho de poder establecer soluciones 

64.	 AGN, Subdelegados, 51.4, f. 185f-v.
65.	 AGN, Subdelegados, 51.4, f. 185f-v. 
66.	 Vid. tabla 1 y gráficas 2 y 3 en el anexo.
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omnicomprensivas que innovaran de una manera tajante las relaciones entre el poder político 
y sus agentes subsidiarios, así como entre el conjunto de ambos y el cuerpo de la sociedad. 
Cada vez más los estudios sobre los más diversos temas ubicados entre el final del siglo XVIII 
y momentos muy entrados en el XIX nos confirman la ardua adaptación a las nuevas ideas, así 
como las estrategias de resistencia y conservación del status quo frente a los cambios. Es por eso 
que la mejor estrategia de estudio no es aquella que intente medir los esfuerzos reformadores 
de los Borbones en términos de éxito o fracaso en un proceso teleológico de conformación 
de un nuevo orden más parecido al idealmente nuestro. Por el contrario, la mejor estrategia 
es intentar una lectura y descripción lo más densa posible de las características propias de un 
asunto en el particular contexto local y cronológico.

Estas razones son las que llevaron a ofrecer aquí una exploración preliminar sobre 
la complejidad y los problemas inherentes al sistema de retribución de los oficiales públicos 
encargados de lo que debemos considerar la unidad básica de organización político territorial 
no sólo en la época del gobierno de la monarquía –alcaldías mayores, corregimientos, subde-
legaciones–, sino posteriormente.67 Muchos de los problemas proseguirán durante el proceso 
de establecimiento del nuevo sistema de retribución de los empleados en el ámbito provincial 
ligado a la construcción del país independiente y del sistema de municipios, sobre todo las 
quejas sobre la carencia de remuneración adecuada para los encargados de gobierno y jueces 
de primera instancia a todo lo largo del siglo XIX.

67.	 Véanse las implicaciones de su importancia en Bernardo García Martínez, Señoríos, pueblos y municipios. Banco preliminar de 
información relativa a la genealogía de las unidades político y territoriales básicas de Mesoamérica, Nueva España y México, México, El 
Colegio de México-Centro de Estudios Históricos, 2012.
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Gráfica 2  
Relación entre ingresos totales por porcentaje de tributo  

y derechos de judicatura, 1792

Fuentes: AGN, Subdelegados, 51.4; Pietschmann, “Alcaldes mayores…”.
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Gráfica 3 
Relación porcentual de ingresos anuales de subdelegados por intendencia  

según sus fuentes en 180 partidos. Año de 1792

Fuentes: AGN, Subdelegados, 51.4; Pietschmann, “Alcaldes mayores…”.
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Ingresos anuales de los subdelegados por intendencias, 1792*

Cantidades informadas** Porcentajes
Intendencias Tributos Derechos Otros Total Tributos Derechos Otros

Guadalajara 3 756.313 0.000 0.000 3 756.313 100.00 0.00 0.00

Puebla 5 657.052 3 144.250 29.000 8 830.302 64.06 35.61 0.33

Guanajuato 4 093.000 2 213.000 0.000 6 306.000 64.91 35.09 0.00

SLP 1 269.800 1 384.250 0.000 2 654.050 47.84 52.16 0.00

Zacatecas 554.063 1 304.000 236.000 2 094.063 26.46 62.27 11.27

Oaxaca 6 944.385 2 934.938 665.000 10 544.323 65.86 27.83 6.31

Valladolid 3 406.708 7 236.000 2 098.433 12 741.142 26.74 56.79 16.47

Veracruz 2 458.000 2 741.000 35.000 5 234.000 46.96 52.37 0.67

Sonora 954.250 1 733.250 505.792 3 193.292 29.88 54.28 15.84

Yucatán 3 968.750 173.000 118.500 4 260.250 93.16 4.06 2.78

México 14 942.000 15 907.000 0.000 30 849.000 48.44 51.56 0.00

Totales: 48 004.321 38 770.688 3 687.725 90 462.733 53.07 42.86 4.08

* Fuentes: AGN, Subdelegados, 51.4; Pietschmann, “Alcaldes mayores…”.
** Los pesos, reales y granos fueron convertidos a sistema decimal para el mejor manejo de los porcentajes




